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Resumen
De manera reciente, ha sido cada vez más de conocimiento público las situaciones de fallas
en la construcción de obras civiles que han dejado una afectación jurídica; incluso, en
algunos casos, mencionadas fallas se han extendido a la pérdida de vidas. Es panorama, ha
llevado a generar cuestiones referentes a quién debe responder por los daños y afectaciones
que deja el inadecuado desarrollo de obras de construcción. Con el objeto de profundizar en
esta problemática se adelanta la presente investigación, a través de la cual se busca
determinar en primera instancia el tipo de responsabilidad jurídica que les corresponde a los
constructores y demás partícipes del proceso de construcción en situaciones como la
previamente planteada, para luego, generar un escenario de análisis frente a las condiciones
de sanción de la administración y su regulación jurídica.
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Abstract
Recently, the situations of failures in the construction of civil works that have left a legal
affectation have become increasingly public knowledge; even, in some cases, mentioned
failures have extended to the loss of life. This panorama has led to the generation of
questions regarding who should be liable for the damages caused by the inadequate
development of construction works. In order to delve into this problem, the present
investigation is carried out, through which it seeks to determine in the first instance the type
of legal responsibility that corresponds to the builders and other participants in the
construction process in situations such as the one previously raised, to then generate a
scenario for analysis regarding the administration's sanction conditions and its legal
regulation.
Keywords: urban law; administrative control; construction companies; curatorship; civil
liability.
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Introducción
La revisión del marco regulatorio del derecho urbanístico en Colombia, y en especial
el aplicable al caso particular de constructores y curadores, permite entrever una relación
relevante entre quienes ejecutan obras civiles y la actuación de las autoridades
administrativas o delegadas de sus funciones quienes generan su control y vigilancia. Lo
anterior, teniendo en cuenta que se trata del desarrollo de infraestructuras inmuebles cuya
deficiente construcción no solo puede poner en riesgo el patrimonio de la ciudadanía, sino
también vidas humanas (Arbouin, 2019).
Con todo, y la regulación existente, no se descarta el desarrollo de situaciones en
medio de las cuales se pueda establecer fallas en el desarrollo de obras civiles, lo cual lleva
a cuestiones sobre la configuración de la responsabilidad civil y con esto, la posibilidad de
identificar algunas falencias o vacíos jurídicos que entran en la discusión, sobre la
efectividad de este acervo normativo (Azuela, 2008), siendo este el tema central que se
establece en la realización del actual documento.
Se considera que este no es sólo un asunto de responsabilidad de quien construye,
sino también de quien aprueba la licencia (Tovani, 2014); situación que deriva de otra parte
en la cuestión respecto al marco regulatorio que compete a dichos actores y la forma como
la administración cuenta con los mecanismos suficientes para generar de manera oportuna
control, vigilancia y sanción cuando haya lugar a esta. Se encuentra para el caso que, dicho
control administrativo, se realiza a través de la adecuada expedición de licencias de
construcción (Herrera, 2001).
En este sentido, la revisión del marco regulatorio del derecho urbanístico en
Colombia y, lo que opera en el caso particular de constructores y su control administrativo,
se establece como cuestión jurídica a abordar en el actual documento. En consecuencia, el
desarrollo de la pregunta de investigación debe permitir dar cuenta a su vez de las posibles
falencias o vacíos que pueda tener este marco regulatorio, de manera que nos lleven
también a considerar reformas que se puedan dar para su mejora.
Bajo las anteriores consideraciones, el actual documento indaga sobre un problema
jurídico de investigación que se define en determinar: ¿cuáles son los vacíos normativos
que se pueden identificar en el diseño jurídico-institucional, establecido para la
determinación del control administrativo y responsabilidad civil, que corresponde a
constructores y curadores frente a los daños y perjuicios ocasionados por el inadecuado
desarrollo de un proceso de construcción de una obra civil a la luz del orden normativo
colombiano?
Metodología
A partir de la pregunta de investigación expuesta en el párrafo anterior, en esta parte
introductoria se quiere señalar finalmente que la metodología a seguir corresponde a una
investigación socio-jurídica que, como se ha señalado párrafos antes, se establece
temáticamente en el estudio del marco regulatorio del derecho urbanístico en Colombia,
profundizando en las secciones del documento que se desarrollan a continuación.
Al ser el capítulo que sigue y subsiguientes la estructura jurídica de los contratos de
construcción, la responsabilidad de los constructores ante el inadecuado desarrollo de obras
civiles, finalizando con un análisis jurisprudencial, se establece necesario el uso,
sistematización y análisis de fuentes primarias y secundarias, siendo estas, literatura
especializada, normatividad y jurisprudencia, las cuales son presentadas en lo que sigue del
documento.
El Artículo fue dirigido por Doctor LUIS GERMAN ORTEGA RUIZ, se trabajó
mancomunadamente desde el 28 de Noviembre de 2019 y  el 17 de Septiembre de 2020
1. Estructura jurídica de los contratos de construcción de obras materiales en
Colombia
En términos generales, David Porras (2015) destaca que el concepto de obra civil
proviene del argot propio de la ingeniería civil, cuyo desarrollo de obras de infraestructura
pretendió ser diferenciado de las obras de ingeniería militar. En este sentido, este fue un
concepto usado en otrora para identificar todo desarrollo de obras de infraestructura que no
correspondieran a obras ejecutadas en el marco del ejercicio de la estructura militar, siendo
esta una característica que ya no se atiende en la actualidad.
De otra parte, autores como David Arce (2003), precisa en diferenciar el contrato
civil del contrato de obra pública, de modo que el primero deviene en todo aquello que no
se encuentra circunscrito dentro de la actividad contractual del Estado, pues se entiende que
es el Estado a través de su actividad contractual, el único actor que desarrolla obras
públicas. Consideradas las precisiones a través de las aproximaciones previamente
expuestas, se puede afirmar que, para el caso colombiano, el contrato de obra civil es una
denominación que corresponde a la construcción de inmuebles que no son propiamente los
que desarrolla la administración pública.
Aún con la precisión hecha, se puede considerar que el concepto presentado puede
resultar amplio para efectos de determinar el contenido de la obra civil; por ello, en el
propósito de concretar más el contenido de este concepto y, de facilitar cuestiones como, el
tratamiento tributario en el desarrollo de esta actividad, es que se puede acudir al Concepto
Unificado 001 de 2003 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales [DIAN], el
cual, en su Título IV, Capitulo II numerales 1.3 y 1.4, de manera puntual señala:
Los contratos de confección de obra material son aquellos por los cuales el contratista directa
o indirectamente edifica, fabrica, erige o levanta obras, edificios, construcciones para
residencias o negocios, puentes, carreteras, represas, acueductos y edificaciones en
general y las obras inherentes a la construcción en sí no constituyendo contratos de
construcción las obras o bienes que pueden removerse o retirarse fácilmente sin
detrimento del inmueble como divisiones internas en edificios ya terminados. Por lo
tanto y para efectos impositivos, no por el hecho de denominarse en forma diferente
varía su naturaleza, en cuanto hay elementos que siendo de su esencia los caracterizan.
(DIAN, Concepto Unificado 001, 2003)
Tomando lo planteado a través del concepto de la DIAN, se puede dar por
identificado normativamente el contrato de confección de obra material de bien inmueble y
de construcción y los servicios inherentes a esta actividad, cuyo contenido se enmarca en lo
dispuesto frente a la obra civil. Dicho en otros términos y, para lograr una mayor
caracterización de la obra civil, se destaca que este tipo de obra hace referencia a aquello
que corresponde a la construcción estructural de un inmueble, como a su vez lo destaca
Aleksey Herrera (2011).
Definido el concepto, se puede establecer que, frente a su diseño contractual, este
debe ser desarrollado de conformidad a lo dispuesto en el Código Civil, Capítulo VIII,
(Ramírez, 2007), la cual en los artículos 2053 y siguientes desarrolla el título “de los
contratos para la confección de una obra material”, el cual define los criterios que deben ser
tenidos en cuenta para los contratos de construcción de obras civiles materiales, inmuebles,
siendo estos a saber:
● Artículo 2053: naturaleza del contrato
● Artículo 2054: determinación del precio
● Artículo 2055: fijación del precio por terceros
● Artículo 2056: indemnización por incumplimiento
● Artículo 2057: responsabilidad por pérdida de material
● Artículo 2058: reconocimiento de la obra
● Artículo 2059: ejecución indebida de la obra
● Artículo 2060: construcción por precio único
● Artículo 2061: extensión de apartes de la normatividad al arquitecto
● Artículo 2062: resolución del contrato por muerte del artífice
Sea pertinente entonces profundizar en algunos de los artículos citados, para
distinguir entre el contrato de arrendamiento y compraventa, los cuales, de manera simple
se pueden distinguir en el entendido de que “habrá compraventa cuando el artífice
proporcione toda la materia o bien la materia principal” (San Martín, 2016, p. 149). Este
rasgo característico, es fundamental a su vez para definir de manera contraria cuando sería
contrato de arrendamiento:
Si es el contratante quien suministra los materiales principales, y el contratista pone lo demás,
esto es, la mano de obra y en caso necesario materiales adicionales, el contrato es un
arrendamiento de servicios, y por lo tanto se perfecciona por el acuerdo de las partes en
la obra que se encarga y el precio, es decir, que no se puede mirar el perfeccionamiento
del contrato ante el resultado de la obra, sino desde el acuerdo de las voluntades. (Arce,
2003, p. 283)
La diferenciación entre un contrato de arrendamiento y compraventa, sería el
elemento sustancial a tener en cuenta en lo que refiere a la identificación de la naturaleza
del contrato, pues, de conformidad a los otros elementos que se resaltan en el diseño del
contrato, las condiciones, por ejemplo, de precio, podrían estar en ambos contratos al poder
ser estos de “precio único, alzado, inmodificable (suma global fija), estimado, unitario o
gasto rembolsable” (Arce, 2003, p. 284).
Finalmente, en lo que corresponde a la participación, esta se establece a partir de la
intervención que se tiene como adquirente (propietario) del inmueble; en este aspecto, es
fundamental diferenciar la participación a título de adquiriente del dominio sobre lo
construido, frente a la participación que tienen el promotor de la obra, arquitectos,
ingenieros, constructores, curadores, directores de obra, trabajadores u operarios, entre
otros, siendo este un aspecto clave a tener en cuenta para efectos de determinar la
responsabilidad; las diferencias entre estos, es clave en esa asignación de responsabilidades
en el evento de encontrar fallas en el desarrollo de la obra.
Precisar entonces en dichas responsabilidades se convierte en uno de los asuntos
claves a analizar frente a lo acordado en el contrato de obra, teniendo incidencia en esto lo
definido respecto a si el contrato es de arrendamiento y compraventa. La responsabilidad
civil comparte en cierto sentido una relación con la responsabilidad administrativa, la cual
se puede explicar desde la perspectiva de la participación que tienen las autoridades por
acción u omisión en el desarrollo de acciones que generen afectaciones de construcción en
una obra, siendo este el asunto que se revisa a continuación.
1.1. Importancia del adecuado uso y diseño de contratos para el desarrollo de obras
de civiles
Aunque el derecho urbanístico no cuenta con una gran producción bibliográfica de
discusiones jurídicas sobre su uso y naturaleza, si se puede encontrar en los existentes
documentos que, de manera profunda y clara, han trabajado sobre su contenido doctrinal en
intentos de resolver, como se propone en el actual documento, la pregunta sobre la
responsabilidad civil contractual y extracontractual de los distintos actores involucrados en
la construcción de edificaciones y obras civiles.
Entre esta literatura, uno de los trabajos más detallados al respecto es el de Ana
Milena Bula y Claudia Mora (2004), en el cual se estudia la responsabilidad civil en el
derecho urbano del constructor, tocando tangencialmente la responsabilidad que le compete
a actores propios del desarrollo de este tipo de obras como lo es el arquitecto, el propietario
del bien inmueble, el urbanizador o, los prestadores de servicios públicos, sin acotar en la
responsabilidad de actores relacionados con la administración, como es el caso del curador
u otras instancias del Estado cuando estas tiene intereses sobre el desarrollo estructural del
bien inmueble.
Como novedad, el documento citado presenta la manera como este derecho, que en
principio era estrictamente privado, fue mutando a un tipo de derecho sui generis con el
derecho público, lo cual ha llevado a posiciones de inseguridad jurídica respecto a una
diversidad de situaciones jurídicas que, en distintos momentos puede llegar a surgir en
desarrollo de la actividad constructora. Por lo anterior, la necesidad de que, a través de
documentación académica y especializada, se planteen discusiones respecto a las falencias
de la legislación vigente en la materia.
Como ya se había dicho, este es un tema que ha tomado relevancia en la discusión
pública, especializada y jurídica, teniendo como ejemplos lo sucedió en el caso de las
Torres Space en Medellín. Frente a este suceso, se puede encontrar el trabajo de Diego
Restrepo (2014) en el cual recurre a citar este caso, para preguntar sobre la efectividad del
control administrativo sobre el desarrollo urbanístico tanto en la ciudad de Medellín como
en la generalidad del país, planteando frente a las leyes sobre construcción y curadurías
que, en estas se encuentran tanto dificultades como aciertos, instando al debate para
subsanar dichas dificultades.
Sumado, se pueden encontrar otros trabajos enfocados hacia este propósito, algunos
de ellos como el de Aleksey Herrera (1998), el cual se enfoca en el tema puntual de las
curadurías urbanas y cómo estas se relacionan con las acciones de control y vigilancia por
parte de la actividad administrativa. Lo anterior va de la mano con la expedición de
licencias de construcción, cuya función otorgada a las curadurías urbanas introduce el
debate respecto a la efectividad de esta competencia delegada, sobre la base de si la
normatividad vigente conduce a que se celebre de manera adecuada esta función, como lo
resalta el documento de Jorge Vásquez (2011).
En suma, se tiene un cúmulo de debates sobre la pertinencia y efectividad que tiene el
diseño normativo, constituido alrededor de la regulación del ejercicio de la construcción y
el desarrollo urbanístico en el país, que de conformidad con lo que se verá en adelante,
tienen como punto de discusión relevante el manejo que se debe dar al trámite y expedición
de las licencias de construcción, considerando que este es un trámite administrativo angular
en el adecuado diseño de una obra de construcción.
1.2. Derecho urbanístico y licencias de construcción
Destaca Felipe Arbouin (2019) que, con la expedición de la Ley 9 de 1989, se incluyó
en el ordenamiento jurídico colombiano una nueva disciplina jurídica denominada derecho
urbanístico, la cual se puede definir como “un conjunto de relaciones entre el Estado y los
particulares, encaminadas a coordinar el ejercicio del derecho de propiedad privada con la
legislación urbanística” (art., 1), y que se concreta puntualmente en trámites administrativos
como es el caso de la licencia de construcción.
Considerado así, el derecho urbanístico se puede reconocer como una parte especial
del derecho administrativo, diseñado en función de regular el aprovechamiento espacial del
territorio (Vallejo, 2016a), teniendo un rol relevante en el desarrollo de los procesos de
construcción en el país, sobre el cual no solo debe indicar los asuntos que le son
competentes y regulatorios, sino también, sobre estos mismos asuntos, las condiciones de
vigilancia y control (Vidal, Díaz y Rodríguez, 2005).
Este cúmulo de temas lleva a que en la actualidad persisten debates frente a los
cuales, dada precisamente la relativa nueva emergencia de esta disciplina jurídica,
destacándose como irresueltos o, como lo reconoce Hugo Marín (2009), deberían ser más
concretos en términos de su contenido regulatorio, pues de conformidad a ese desarrollo
normativo, la discusión y solución de varios de estos debates apelan a lo dictado en otras
normas, sean estas específicas o temáticas relacionadas.
Frente a esta situación, cabe entonces dar mención a la figura de la licencia de
construcción, como dispositivo administrativo que condensa funcionalmente parte de los
aspectos antes mencionados, frente a la cual, por ejemplo, en lo que corresponde a la
discrecionalidad que tiene el funcionario administrativo para su expedición (Vallejo, 2016),
se encuentra que esta debe ser atendida de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo
del artículo 20 de la Ley 388 de 1997 el cual a la letra indica:
(…) ningún agente público o privado podrá realizar actuaciones urbanísticas que no se
ajusten a las previsiones y contenidos de los planes de ordenamiento territorial, a su
desarrollo en planes parciales y a las normas estructurales del plan o complementarias
del mismo. (Ley 388, 1997, art., 20)
Con lo señalado hasta el momento, se puede indicar sobre este marco regulatorio del
derecho urbanístico en Colombia y, lo que opera en el caso particular del vínculo
contractual entre constructores y curadores que, en lo preciso de la expedición de licencias
de construcción, se establece una relación relevante entre quienes ejecutan obras civiles y
los encargados de la actuación administrativa o delegadas de sus funciones, control y
vigilancia, lo cual, desde Luis Ortega (2018) se define como un acto administrativo de tipo
complejo, caracterizados por ser estos:
Actos administrativos emitidos por un grupo de personas entre diferentes órganos. Los dos
actos son en realidad un solo acto administrativo, integrado por las decisiones
administrativas de dos o más autoridades, con unidad de contenido y unidad de fin, por
lo cual se convierten en un acto administrativo complejo. (…). Ejemplo: la licencia de
urbanismo en la que intervienen varias entidades. Cada una de ellas conduce a
decisiones que se integrarán a la decisión principal, no obstante, se reitera,
consideradas individualmente son una mera expectativa. (p. 19)
Lo anterior, en esencia conduce a identificar que las licencias de construcción, como
mecanismo administrativo para el control y autorización de la actividad constructora, se
cierna sobre una competencia organizacional compleja lo que le genera relevancia en
términos de su diseño jurídico (Berrocal, 2016), en condición que luego debe ser tenida en
cuenta respecto al análisis de responsabilidad que se haga ante el eventual daño jurídico por
fallas en la construcción.
Y es que, precisamente la existencia de situaciones en las que se pueda establecer
fallas en el desarrollo de obras civiles lleva a cuestiones sobre la configuración específica
de la responsabilidad administrativa y civil bajo la posibilidad de identificar algunas
falencias o vacíos normativos que llevan a que estas situaciones se presenten, es
precisamente parte de los motivantes que llevaron a la expedición de la Ley 1796 de 2016,
también conocida como Ley Vivienda Segura (Lombana y González, 2017)
La ley en comento intensifica las obligaciones y responsabilidades que deben tener en
cuenta los constructores en materia de la construcción de vivienda nueva, de manera que su
uso resulta relativamente reciente y relevante para efectos de la vigilancia y control de los
procesos de construcción, donde para el caso y, como se ha señalado, es donde se efectúa la
expedición de la licencia de construcción, control administrativo previo al desarrollo del
proyecto inmobiliario.
En términos de las licencias de construcción, la norma establece un diferencial en lo
que corresponde a la disposición espacial del área construida y lo que sucedía antes de su
entrada en vigor; en este sentido, genera reglas que establecen como punto cohorte los dos
mil metros cuadrados de área construida, de manera que, para obras cuyo proyecto de
construcción sobrepase este valor o, aun cuando en proyectos no se estime una construcción
mayor de este número, pero su ampliación puede superar este número, sea necesaria la
revisión de los diseños estructurales.
Desde la Ley 9 de 1989, toda obra, y esto como parte de los requisitos de expedición
de la licencia de construcción, ha requerido que, quien comporta como solicitante, aporte
los diseños estructurales de la obra a adelantar. Con la nueva norma, el diferencial sucede al
tener que, para obras con un proyectado de construcción superior a los 2.000 metros
cuadrados, se debe presentar adicional a los diseños estructurales, la revisión técnica de
estos, los cuales deben ser adelantados por un profesional diferente al diseñador estructural
inicial, el propietario del predio, el fideicomitente, ingeniero geotecnista o constructor.
Resulta a su vez relevante mencionar la existencia de la figura de la supervisión
técnica de edificaciones, la cual se debe solicitar en la edificación cuando su área
construida pueda superar los 2.000 metros cuadrados, siendo esta una actividad que deba
ser asumida por un profesional independiente del constructor, el diseñador estructural o,
ingeniero geotecnista. Consideradas estas primeras disposiciones, se puede ahondar en lo
que entonces corresponde como responsabilidad del constructor, en los eventos del
incumplimiento de estos y otros requisitos del proceso de construcción.
2. Responsabilidad de los constructores ante el inadecuado desarrollo de obras
civiles
Como se ha indicado, la Ley 1796 de 2016 marca una nueva lectura jurídica frente a
los requisitos del constructor para el desarrollo de proyectos de vivienda, siendo este, por
diversas razones, un paso necesario en la prevención de situaciones por medio de las cuales
se han afectado miles de familias y patrimonios en distintos lugares del país, con ocasión de
las fallas en el proceso de construcción que, en algunos casos, se habrían podido evitar con
un mayor control administrativo a través de procesos como la expedición de la licencia de
construcción.
Entrado en consideración, el reciente desarrollo normativo e importancia de su
expedición, sigue entonces ahondar en los detalles de la responsabilidad que les
corresponde a los constructores en el desarrollo de obras de construcción, sobre todo
cuando estos son viviendas y en el evento de que se produzcan situaciones que conduzcan
a daños jurídicos previsibles por la desatención de los requisitos estipulados para el
desarrollo de este tipo de proyectos de construcción en los cuales no se debe medir en
estudio.
2.1. Responsabilidad civil en el desarrollo de obras
En el marco de la responsabilidad jurídica por daños a terceros, es necesario señalar
que la legislación colombiana en su Código Civil, artículos 2341 y siguientes, desarrolla la
figura de la responsabilidad extracontractual, la cual deriva luego del resultado de perjuicio
o daño antijuridico imponiendo a quien causa el daño, de manera individual o solidaria, una
indemnización frente a quien tiene la pretensión legítima de reclamar por los daños o
perjuicios causados.
Esta referencia jurídica amplia sobre la responsabilidad extracontractual, es necesaria
para efectos del desarrollo del tema que se aborda, toda vez que esta figura es la que de
manera precisa aplica para las situaciones de responsabilidad civil en temas de afectaciones
por el desarrollo de obras de construcción, sea que la afectación suceda dentro de los
tiempos de desarrollo de la obra o, que suceda una vez entregada la obra, prestando
importancia a reconocer si el daño resultó de un hecho fortuito o no (Marín, 2009).
Se vuelve también de nuevo a la mención hecha párrafos antes, sobre el Código Civil
y las reglas dispuestas en este para la confección de un contrato de obra material,
destacando que, de conformidad a artículos como el 2060, la responsabilidad de la
construcción se extiende por un tiempo que alcanza los diez años luego de la entregada la
obra, dado el caso que en esta se encuentre vicios de construcción, vicios del suelo que los
responsables de la obra o quienes trabajaban en esta hayan debido conocer en razón de su
oficio, o vicio de los materiales, reiterando que existe exoneración de la responsabilidad
cuando el daño es fortuito.
Habida cuenta entonces del alcance que tiene la responsabilidad en el desarrollo de
proyectos de obra, sirva de manera adicional puntualizar en algunas cuestiones que se
pueden plantear sobre el alcance de esta responsabilidad, sea que esta suceda durante el
periodo de construcción de la obra o, como particularmente interesa en este documento, el
daño sucede o se hace evidente una vez entregada la obra, evento en el cual la afectación
puede ser aún mayor.
2.2. Alcance de la responsabilidad civil frente a daños a terceros
Con todo y que en 2016 se haya dado la expedición de la ya comentada Ley 1796, en
2018, en Sentencia SC512, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia se
refirió a la ausencia de una completa legislación en la materia de regulación de los procesos
de renovación urbana a la que asisten las grandes ciudades del país, indicando que en este
sentido la asignación de responsabilidades civiles frente a daños o perjuicios de terceros es
en estos momentos determinado a partir de la interpretación de los artículos ya expuestos
del Código Civil.
Compartiendo este pensado del Alto Tribunal y, considerando que, aunque el marco
actual que desprende del Código Civil y Ley 1796 de 2016 llega a ser suficiente, en efecto
debería existir un marco normativo especial aún más amplio que este para efectos de
acompañar los procesos de renovación urbana a la que asisten grandes y medianas ciudades
del país, teniendo en consideración no solo el impacto económico que tiene la construcción
de vivienda y renovación urbana de las ciudades, sino también la afectación jurídica que es
el problema jurídico que aborda el actual documento.
Descartando de momento la responsabilidad penal que también se puede ver,
inmiscuida en este asunto cuando se afecta un bien jurídico tutelado por el derecho penal,
sirva indicar sobre la responsabilidad civil que esta se calcula en función del daño material
aplicable en sus distintas modalidades y, eventualmente el lucro cesante y pérdida de
oportunidad, siendo esto centralmente lo que se debe tener en cuenta para efectos de
determinar la responsabilidad por daños y perjuicios ocasionados por el desarrollo de obras
de construcción.
Adelantando en este sentido parte de las conclusiones del actual documento, lo que se
encuentra es que, si bien el marco regulatorio indicado ha resultado suficiente para
determinar estas responsabilidades, por la envergadura del proceso en su impacto social y
económico, resulta necesario generar una regulación específica en la materia que, no solo
agote como lo hace la Ley 1796 de 2016 la construcción de vivienda, sino todo lo que se
determine como renovación urbana, profundizando en dicha legislación , no solo en temas
de regulación sino también del control y vigilancia administrativa de estos procesos.
Para lograr ampliar las consideraciones que frente a este tema se puede hacer, en la
sección siguiente del documento, parte final, se quiere ahondar en algunas precisiones
jurisprudenciales que se han hecho en distintos asuntos referentes a este tema, de manera
que se pueda avanzar en la consolidación de un mejor cúmulo de reflexiones a realizar
frente a la actuación administrativa que se sugiere seguir frente a la responsabilidad civil y
contractual en el desarrollo de obras urbanísticas en Colombia.
3. Análisis jurisprudencial
En lo visto hasta el momento, se pueden considerar una variedad de situaciones las
cuales llevan a formular discusiones jurídicas en diferentes materias. Se puede empezar por
citar, por ejemplo, la recientemente mencionada con relación a la capacidad de prevención
jurídica que se tiene frente a la realización de obras de construcción, donde si bien resulta
fundamental el cumplimiento de contar con una licencia de construcción, esta no agota de
manera amplia la protección frente al daño jurídico por el desarrollo de la obra, posición
que es así también expresada por la Corte Constitucional:
El régimen de las licencias de construcción, de otro lado, implica el compromiso para el
constructor de reparar los daños causados con su actividad, pero en manera
alguna establece para él una obligación expresa de prevenirlos. También sucede esto
con el régimen civil dedicado a los daños que se causan a los demás, el cual es de
carácter puramente resarcitorio. Luego, fuerza concluir que los propietarios de
inmuebles que pueden resultar averiados por la construcción de otros, se encuentran en
estado de indefensión para exigir de los constructores reducir al máximo, en la medida
de lo posible, el margen de probabilidades de causar daño; o sea, no existe un régimen
preventivo propiamente dicho en esta materia, sino que aquellos que vean amenazada
su propiedad o persona por razón de la actividad legal de la construcción, tienen a su
alcance dos salidas: esperar a sufrir el daño para luego, si aún existen, perseguir por la
vía judicial su reparación, o evitarlo por sus propios medios y asumir los costos que
ello implique, con la esperanza de que los jueces posteriormente ordenen la devolución
de lo gastado. (Corte Constitucional, Sentencia T-655, 2011)
Sumando entonces a esas reflexiones generales que desprenden de la realización del
actual documento, se puede señalar frente a la estudiada figura de la licencia de
construcción que, si bien este resulta siendo un soporte central en el control administrativo
sobre el desarrollo de obras de construcción, de conformidad al ordenamiento jurídico la
formulación de su alcance no resulta siendo lo suficientemente completo para prever, como
lo expone la sentencia, situaciones de afectación jurídica.
De este modo y, en respuesta a lo señalado por el Alto Tribunal Constitucional, en la
actualidad con la expedición en 2016 de la Ley 1796 se ha alimentado de manera positiva el
diseño jurídico de la regulación de la construcción de vivienda, frente al eventual daño, con
acciones de control profesional. Sin embargo, y volviendo a lo expresado en la parte final
de la sección anterior del documento, conviene sugerir o preguntar por qué no mejor
diseñar un marco jurídico que no solo implique la construcción de vivienda sino todo
proceso de renovación urbana.
Otro de los temas que presta relevancia para efectos del tema trabajado en el actual
documento, refiere a la garantía decenal enunciada en el artículo 2060, numeral 3, sobre el
cual ya se ha indicado que la responsabilidad recae en el responsable de la construcción,
por daños no fortuitos generados hasta 10 años después de la entrega del inmueble. Sobre
este asunto Fernando Cancino (2017) señala la imposibilidad de quebrar esa
responsabilidad ante el cambio del dominio en medio de la garantía decenal, en igual
precisión que ha planteado la Corte Suprema de Justicia, expresando al respecto que:
(...) el ordinal tercero, no hace ninguna distinción, así se entronque, según su encabezado, con
los “contratos para la construcción de edificios”, se entiende que como esa garantía se
activa cuando el edificio pereciere o amenazare ruina, en todo o en parte, en los “diez
años subsiguientes a su entrega”, causados por los vicios referidos, la responsabilidad
del constructor durante ese lapso sigue siendo la misma, sin consideración a las
mutaciones del dominio, puesto que, en últimas, por razones de seguridad se exige que
los edificios se construyan con la estabilidad, solidez y la firmeza suficientes para
evitar su ruina. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 2009, Expediente
0800131030061993-08770-01)
De conformidad a lo dispuesto en la anterior Sentencia, se considera que es este el
asunto central, por el cual se insiste en la importancia de generar un marco regulatorio más
amplio y preciso frente al desarrollo de obras de construcción, por medio del cual se dote a
la administración de mayores herramientas y mecanismos para la vigilancia y control, a su
vez que exija a los constructores y patrocinadores de obras contar con una mayor
preparación técnica en el desarrollo de estos proyectos, en armonía esto con el mejor
desarrollo urbano de las ciudades en su tránsito de modernización.
Lo anterior, evidentemente suple la necesidad ciudadana de contar con una mayor
seguridad jurídica que no solo aplique para el caso de compra de una vivienda nueva, sino
también por dar tranquilidad a que las obras de infraestructura privada que se desarrollan en
su entorno cuentan con altos estándares de calidad de manera que se mitigue la posibilidad
de afectación propia por desarrollo de la obra, siendo esta la reflexión final que se deja
como resultado del desarrollo del actual documento.
Conclusiones
El documento abordó el tema de la responsabilidad civil, el alcance de la actuación
administrativa y la responsabilidad que acaece sobre el desarrollo deficiente e inadecuado
de obras de construcción en el territorio nacional. Este asunto, se consideró que resultaba de
pertinencia en su estudio, toda vez lo sucedido en situaciones como el de las Torres Space
en Medellín, cuyo trágico resultado demostró no solo la debilidad del marco jurídico en la
materia en Colombia, sino a su vez que este es un tema que aún merecía profundización en
cuanto a su marco normativo.
Teniendo en consideración que, la estructura jurídica de los contratos de construcción
de obras civiles en Colombia no son de carácter público, se logra establecer que, en el
contexto de su marco regulatorio, si bien se han generado unas reglas básicas para aprobar
el desarrollo de estas, en su contenido no se agotan todas las medidas necesarias para
prevenir las afectaciones por el mal desarrollo de obras; en lo preciso, se evidenció que este
acervo normativo se había centrado más en caracterizar el daño o perjuicio que, vigilar,
controlar y sancionar cuando se generen responsabilidades por el deficitario desarrollo de
las obras.
Desde la vía administrativa, el control sobre este tipo de falencias en la generalidad se
había supeditado al control que se realiza desde la expedición de licencias de construcción;
sin embargo, se concluye a partir del desarrollo del actual documento, que esta acción
administrativa no resultaba siendo suficiente para lograr una prevención adecuada de modo
tal que se pueda mitigar situaciones como la ya relacionada de la Torres Space. Es
precisamente, al amparo de situaciones como esta, que se expide de la Ley 1796 de 2016
también conocida como Ley Vivienda Segura.
La expedición de esta ley se considera un avance positivo en este proceso de
solidificar un mejor marco normativo en la materia, dado el alcance de la norma; sin
embargo, considerando que la norma podría ser más puntual en el asunto a regular, se
concluye que bien se podría avanzar en el diseño de un marco normativo más amplio y
específico en la materia, el cual, no solo abarque la construcción de vivienda nueva, sino
todo el proceso de renovación y modernización urbana al que asisten las ciudades de
Colombia, en una rama de vigilancia y control diferente a la que aplica en el caso de la
infraestructura adelantada para el sector público.
Dicho lo anterior y, en el interés de precisar sobre los eventuales vacíos normativos
que se pueden identificar en el diseño jurídico-institucional establecido para la
determinación de la responsabilidad civil de constructores y curadores frente a los daños y
perjuicios ocasionados por el inadecuado desarrollo de un proceso de construcción de una
obra civil a la luz del orden normativo colombiano, se pueden considerar dos momentos,
siendo el primero el previo a la expedición de la Ley 1796 de 2016 o Ley Vivienda Segura
y, un segundo, posterior a su entrada en vigor.
En el primer momento, se reconoce un evidente vacío normativo siendo ello razón
que motiva precisamente la expedición de la Ley 1796 de 2016, toda vez que las
condiciones de expedición de licencia de construcción no eran suficiente para garantizar un
control adecuado sobre el desarrollo de obras civiles, lo cual busca ser resuelto a través de
la expedición de la ley en comento; sobre esta ley, si bien amplia el marco de
responsabilidad, la materialización bien debería ser más precisa en lo que concierne a la
generación de procesos administrativos de vigilancia mientras se desarrolle la obra y luego
en la garantía decenal.
Frente a los anteriores aspectos de mejora, se podría apelar a asimilar figuras del
orden administrativo para que, en ciertos tipos de obras civiles privadas, necesariamente
estas deban contar con interventorías que rindan cuentas a la administración durante todo el
proceso de construcción. De igual manera bien se podría pensar en la figura de la fiducia o
seguros de responsabilidad, para constituir garantías más fuertes que operen en los años
siguientes a la finalización de la obra.
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